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Las OSC como agentes clave  
en el proceso de las políticas públicas. 

Estudio de caso: el aumento  
a los impuestos de tabaco en México

Erick Antonio Ochoa(1)

En octubre de 2010 el Congreso de la Unión 
aprobó un incremento considerable de los im-

puestos al tabaco, con un impacto en el precio final 
de las cajetillas de cigarros de, al menos, 25%. 
	 Desde mayo de 2008 cuando se publicó la 
Ley General para el Control del Tabaco, una 
legislación federal pero que tiene el mérito de 
ajustarse en cierta medida al Convenio Marco 
de la Organización Mundial de la Salud para el 
Control del Tabaco (CMCT OMS), no se había 
avanzado con paso más decidido en la protección 
de la salud contra la adicción de ese producto. 
Sin embargo, previamente a la aprobación de los 
impuestos en 2010, en octubre de 2009, una ma-
yoría abrumadora de legisladores había resuelto 
por un diminuto ajuste impositivo a los productos 
del tabaco que parecía más una garantía para que 
la industria tabacalera mantuviera su margen de 
ganancias que una política pública para disminuir 
el consumo. 
	 ¿Qué fue lo que cambió entre octubre de 2009 
y octubre de 2010 para que los tomadores de 
decisión resolvieran a favor de un incremento 
impositivo significativo a los cigarros? ¿Cuál fue la 
contribución de las organizaciones de la sociedad 
civil en el proceso de esta nueva política fiscal? 
¿Qué lecciones aprendidas pueden desprenderse 
de esta experiencia?

Una conceptualización mínima
de las OSC

La conceptualización de las organizaciones de la 
sociedad civil, OSC, debe iniciar a partir de las 
diferencias con las organizaciones no gubernamen-
tales, ONG, un término más acotado e histórica-
mente identificable en el ámbito de las relaciones 
internacionales.
	 Antes del surgimiento de la Organización de las 
Naciones Unidas, fundada en 1945, el término de 
ONG estaba delimitado al ámbito de la protección 
internacional de los derechos de los trabajadores, 
lo cual constituyó un avance notable. 1

Según Luciano Tomassini, tradicionalmente se en-
tendió que las relaciones internacionales estaban 
configuradas por las relaciones mantenidas entre 
Estados soberanos a través de sus fronteras naciona-
les. Hoy tienden a concebirse en forma más amplia, 
como toda forma de interacción que se establezca 
entre las distintas sociedades nacionales, a través 
de los diversos grupos que forman parte de ellas 
–gubernamentales o no gubernamentales– actuando 
en función de sus intereses específicos.

	 La constitución de la Organización Internacional 
del Trabajo, redactada entre enero y abril de 1919, 

(1)	 Director de Iniciativas para el Control del Tabaco, Fundación InterAmericana del Corazón México
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misma que se convirtió en la Parte XIII del Tratado 
de Versalles del 28 de junio de ese año, reconoce 
que los miembros se comprometen a designar a 
“consejeros técnicos no gubernamentales” que 
pertenezcan a las organizaciones profesionales más 
representativas de empleadores y trabajadores.2

	 Los consejeros técnicos no estaban autorizados 
para tomar la palabra sino solamente a pedido 
hecho por los delegados del gobierno al cual se en-
cuentran agregados y con la autorización especial 
del presidente de la conferencia. Salvo cuando el 
delegado envía nota al presidente para designar a 
uno de sus consejeros técnicos como suplente suyo, 
en cuyo caso sí puede participar en las deliberacio-
nes y votaciones; los consejeros no pueden votar. 
	 Sin ambigüedades, la Carta de las Naciones 
Unidas firmada en San Francisco, Estados Unidos, 
el 26 de junio de 1945, refiere por primera vez el 
concepto de “organizaciones no gubernamentales”. 
Según la carta, el Consejo Económico y Social, un 
órgano de la Asamblea General de la ONU confor-
mado por 54 gobiernos, podrá celebrar consultas 
con organizaciones no gubernamentales que se 
ocupen en asuntos de la competencia del consejo. 
Sean organizaciones internacionales u organizacio-
nes nacionales, previa consulta con el respectivo 
miembro de las Naciones Unidas, las competencias 
del consejo iban desde estudios e informes sobre 
asuntos de carácter económico, social, cultural, 
educativo y sanitario, hasta recomendaciones para 
promover el respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales.3

	 El Consejo Económico y Social es el órgano de 
coordinación más importante en materia económi-
ca, social y conexa de 14 organismos especializados 
de la ONU, las comisiones orgánicas y las cinco 
comisiones regionales, y actúa como foro principal 
para la formulación de recomendaciones sobre 
políticas públicas en los Estados miembros. 
	 Con 3500 ONG reconocidas hoy por el consejo 
con estatus consultivo, éstas cumplen actividades 
como “difusión de información, sensibilización, 
educación para el desarrollo, promoción de políti-
cas, proyectos operativos conjuntos, participación 
en procesos gubernamentales, contribución de 
servicios y conocimientos técnicos”.4

	 Hecha esta breve revisión de los antecedentes 
de las ONG y habiendo destacado su capacidad 
de mediación ante organismos internacionales, 
las organizaciones de la sociedad civil cubren un 

rango de acción pública mayor, pues sin necesidad 
de reconocimiento formal de interlocución, pueden 
incidir sobre preferencias y jerarquías en el proceso 
de las políticas públicas.5

	 Las organizaciones de la sociedad civil no 
pertenecen ni al Estado ni al mercado, ni buscan 
hacerlo, si bien pueden cooperar de manera tal que 
no vulneren su autonomía. Aunque sus intereses 
pueden ser diversos tanto como sus destrezas, las 
OSC deben ser apartidistas, sin perseguir lucro 
salvo para el logro de sus fines societarios y con 
un compromiso permanente hacia la solución de 
problemas públicos. 
	 En aras de una definición mínima podemos 
decir que las OSC son agentes de cambio para el 
desarrollo de un país, pues diseñan y “ejecutan 
estrategias, actividades y prácticas que promueven 
los derechos humanos colectivos e individuales, 
incluyendo el derecho al desarrollo con dignidad, 
el trabajo digno, la justicia social y la equidad para 
todas las personas”.*, 6

	 De la interacción exclusiva de los Estados en 
el ámbito internacional, hemos pasado por una 
conceptualización acotada de las ONG hacia 1919, 
por una acepción más amplia en 1945, hasta el 
surgimiento de las OSC como agentes clave en la 
definición de políticas públicas. La tendencia es 
que cada vez haya un reconocimiento mayor a la 
importancia de las OSC. En un documento oficial de 
la Organización Mundial de la Salud se le atribuye 
nuevas formas de interacción entre la ONU y las 
Organizaciones de la Sociedad Civil:

Muchas organizaciones del sistema de Naciones es-
tán apostando por formas nuevas y más eficaces de 
comunicación y colaboración. Algunas han modifica-
do su sistema de acreditación para permitir que las 
OSC asistan a las reuniones de sus órganos ejecutivos 
y han mejorado y ampliado sus unidades centrales y 
sus redes consagradas a cuestiones relacionadas con 
la sociedad civil. Se están estableciendo, a los máxi-
mos niveles de gestión, mecanismos que permitan la 
participación de las OSC, con o sin rango oficial, en 
el proceso de adopción de decisiones.�7

* Harold Lasswell en un ensayo seminal destaca el proceso de 
las políticas públicas como un esquema causal según el cual se 
propone, examina, instrumenta y evalúa una política pública 
determinada. Específicamente, el modelo de siete etapas 
abarca: inteligencia, promoción, prescripción, invocación, 
aplicación, impacto y evaluación.
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	 Son justamente las decisiones públicas el 
ámbito de incidencia de las OSC. Como veremos 
en el siguiente apartado, el debate para la acción 
política debe estructurarse conforme a ciertos 
elementos, como son la evidencia, argumentación 
y persuasión.

Evidencia, argumentación
y persuasión para el debate público

Giandomenico Majone, un notable académico del 
Instituto Europeo Universitario, en 1989 escribió 
un libro cuyo título original es Evidence, Argument 
& Persuasion in the Policy Process, traducido al 
español por el Fondo de Cultura Económica en 
1997. 8

	 El libro presenta aportaciones significativas 
de cómo la acción gubernamental debe ofrecer 
argumentos y razones de sus actos de autoridad a 
los ciudadanos, lo cual no sólo implica un exigente 
conocimiento técnico que es condición para una 
acción eficaz y eficiente, sino comunicación pública 
sobre las decisiones de los políticos. En sus propias 
palabras, “la política pública está hecha de palabras 
(y) la argumentación es esencial en todas las etapas 
del proceso de formulación de políticas”. 8

	 Por su parte, la evidencia científica permite la 
elaboración de argumentos empíricos. Sin em-
bargo, si el estilo de presentación es inadecuado 
para el auditorio, se puede destruir la eficacia de 
la información. De ahí la necesidad de argumentos 
persuasivos: en un mundo de racionalidad limitada, 
la incertidumbre subjetiva puede ser incluso más 
trascendente que las regularidades estadísticas. 8

	 En este punto la evidencia “no es sinónimo de 
datos ni de información. Más bien, es una informa-
ción seleccionada entre el acervo disponible e in-
troducida en un punto específico del argumento”.8 
Cuándo y cómo se introduce el argumento, Majone 
reconoce que depende de la factibilidad política, 
esto es, restricciones e imposibilidades institucio-
nales, burocráticas, distributivas o políticas que 
limitan la libertad de acción del gobernante en 
una situación particular.
	 El vínculo entre evidencia, argumentación y 
persuasión, que Majone identificó para los analis-
tas de las políticas públicas o los funcionarios que 
actúan para el gobierno, también es útil para las 
OSC. Frente a un problema público, las OSC no sólo 
deben recabar evidencia, ajustar los argumentos 

en virtud del contexto y cuidar cómo se presentan 
evidencias y argumentos de manera que persuadan 
a los decisores públicos, a los líderes de opinión, 
a la sociedad en su conjunto, que la opción de 
política pública que promueven es necesaria y útil 
para el desarrollo del país.
	 Sin embargo, escaso o nulo avance tendrán las 
OSC si no asumen el espacio de la opinión pública 
como su ámbito principal, lo cual exige transparen-
cia, posición y congruencia. Como dice Habermas, 
el espacio de la opinión pública es “como una red 
para la comunicación de contenidos y tomas de 
postura, es decir, de opiniones, y en él los flujos de 
comunicación quedan filtrados y sintetizados...”9 
Puesto en los regímenes democráticos la opinión 
pública está dominada por la controversia, “el asen-
timiento a temas y contribuciones sólo se forma 
como resultado de una controversia más o menos 
exhaustiva en las propuestas, las informaciones y 
las razones que pueden elaborarse de forma más 
o menos racional”.9 Dicho en otros términos, la 
opinión pública no está exenta del pluralismo y 
de la capacidad o intereses que tienen los agentes 
para colocar sus temas en la agenda. 

Las propuestas legislativas para 
incrementar los impuestos al tabaco

Veamos la parte más descriptiva de este ensayo, 
sin dejar de reflexionar sobre la utilidad de los 
planteamientos conceptuales y normativos que se 
han hecho. Con esta sección comienza el estudio 
de caso sobre al aumento al IEPS de tabaco en 
2010.
	 El 27 de noviembre de 2009 fue publicado 
en el Diario Oficial de la Federación la reforma a 
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios, que introduce un impuesto de tasa fija 
de diez centavos por cigarro enajenado o importa-
do. En principio las OSC no hubieran considerado 
tan negativa esta política fiscal si no es porque 
el incremento se aplicaría gradualmente: cuatro 
centavos en 2010, dos centavos en 2011, dos cen-
tavos en 2012 y dos centavos en 2013. En suma, la 
reforma fiscal en sí misma constituía una garantía 
para la industria tabacalera pues su contribución 
para reducir la demanda de tabaco se diluiría en 
el tiempo. 
	 El CMCT OMS, ratificado por México el 28 de 
mayo de 2004, por lo cual tiene rango de legisla-
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ción internacional vinculante, establece claramente 
que “las medidas relacionadas con los precios e 
impuestos son un medio eficaz e importante para 
que diversos sectores de la población, en particular 
los jóvenes, reduzcan su consumo” (artículo 6). 
Por otra parte, aunque el CMCT OMS no da una 
recomendación específica de impuesto “óptimo”, 
el Informe OMS sobre la epidemia mundial de taba-
quismo 2011, pone como ejemplo a los países que 
tienen impuestos al tabaco superiores al 75% del 
precio de venta. 10

	 Era obvio que el ajuste fiscal al tabaco en 2009 
no cumplía con las recomendaciones de la OMS 
pero había que cuantificar qué tan lejos estaba. 
Esto quedó resuelto no sólo como dato sino acom-
pañado de una argumentación sólida más amplia 
con la publicación del documento “La economía del 
tabaco y los impuestos al tabaco en México”, una 
valiosa investigación sobre consumo, producción, 
costos de atención médica, precios e impuestos del 
tabaco en nuestro país.
	 Según la investigación, con la implementación 
del impuesto fijo de dos pesos por cajetilla de 20 
cigarros, la incidencia conjunta de impuestos había 
pasado de 61.4% en 2009 a 64.3% en 2010, sin 
variaciones entre ese año y el 2013 como conse-
cuencia de la inflación. En realidad lo único que 
impactaría el consumo eran los cuatro centavos 
por cigarro aprobados para 2010, mientras los seis 
centavos restantes aplicables de 2011 a 2013 sólo 
iban a compensar las variaciones inflacionarias.11 
Este fue un dato valioso para argumentar y persua-
dir a los tomadores de decisión sobre la necesidad 
de una nueva reforma fiscal.
	 Desde la visión de las OSC, por ejemplo la 
Fundación InterAmericana del Corazón México, 
FIC México, la Red México sin Tabaco, la Alianza 
contra el Tabaco, Acta, o Comunicación, Diálogo 
y Conciencia, Códice, así como la organización 
internacional Campaign for Tobacco Free Kids, la 
reforma de 2009 se veía como una derrota. Sin 
embargo, más que imperar el desánimo, el con-
texto adverso exigía actuar con agilidad, eficacia 
y oportunidad.
	 En un grupo de legisladores también cabía 
la misma percepción sobre la escasa utilidad del 
impuesto aprobado en 2009 pero principalmente 
sobre la necesidad de llevar de nuevo el tema a 
la agenda pública. Esto fue relevante para iniciar 
formalmente la discusión parlamentaria. 

	 El senador Ernesto Saro Boardman, presidente 
de la Comisión de Salud en el Senado de la Repú-
blica, encabezó las reformas a la Ley del Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios, IEPS, esta 
sí para promover un incremento significativo de 
los impuestos al tabaco. Además de derogar el 
transitorio que aplazaba el incremento aprobado 
en 2009, con lo cual la aplicación de 10 centavos 
por cigarro sería inmediata; el 29 de abril de 2010 
propuso ante el pleno del Senado un esquema 
de ajuste al impuesto ad valorem (de 160% al 
180%), además de un impuesto fijo adicional de 
40 centavos por cigarro. Para que el impuesto no 
perdiera eficacia con el paso del tiempo, las cuotas 
se actualizarían conforme a las disposiciones del 
Código Fiscal de la Federación, esto es contando 
la inflación anual. Además, el impuesto ad valorem 
de puros y otros tabacos labrados hechos entera-
mente a mano subiría del 30.4 al 34.2%. El cuadro 
I detalla todas las iniciativas mencionadas en esta 
sección.
	 Al mismo tiempo que el senador Saro presentó 
la propuesta con el respaldo de otros 60 legislado-
res, el senador Ricardo García Cervantes presentó 
otra iniciativa de reformas que, a diferencia de 
la anterior, propone un impuesto de 70 centavos 
por cigarro, el cual aunado a la derogación del 
transitorio del decreto en 2009, suma en total 
80 centavos por cigarro de impuesto específico. 
Adicionalmente, su propuesta consideraba que los 
recursos recaudados por este concepto deberían 
destinarse al sistema nacional de salud.
	 Entre ambas propuestas las OSC construye-
ron y acordaron mensajes clave para promover 
la aprobación de las iniciativas, considerando 
estratégicamente que la iniciativa del senador 
Saro constituía lo mínimo aceptable, mientras la 
iniciativa del senador García Cervantes, significaba 
el escenario óptimo.
	 A estas propuestas fueron sumándose otras 
iniciativas (cuadro I), entre ellas la iniciativa del 
Partido de la Revolución Democrática, presentada 
el 7 de septiembre de 2010 por el diputado Vidal 
Llerenas Morales que en los mismos términos de 
la iniciativa presentada por el senador García 
Cervantes, respecto al impuesto fijo y ad valorem, 
proponía la creación del Fondo de Aportaciones 
para la Atención Preventiva y Correctiva de Proble-
mas de Salud Pública y Adicciones; la iniciativa del 
Partido Verde Ecologista de México, que presentó 
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Cuadro I. Impuestos al tabaco en México. Legislaciones 2010-2011 e iniciativas 2010
Legislación y propuestas.  
(Artículo 2, de la Ley del 

IEPS)

Impuesto ad valorem1* Impuesto de tasa fija y 
otras disposiciones

Transitorios

1. Ley del impuesto especial sobre 
producción y servicios (aprobada en 
2009. Publicada en el DOF el 27 de 
noviembre de 2009)

a) cigarros: 160%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
160%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 30.4%

10 centavos por cigarro enajenado o 
importado, con esquema gradual de 
aplicación hasta 2013

4 centavos en 2010, 2 centavos 
en 2011, 2 centavos en 2012 y 2 
centavos en 2013

2. Iniciativa del senador Ricardo Gar-
cía Cervantes, del PAN (presentada 
en el pleno el 27 de abril de 2010)

a) cigarros: 180%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
180%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 34.2%

70 centavos por cigarro enajenado 
o importado, aplicable a partir de 
2011.
Las cuotas se actualizarán conforme 
a las disposiciones del Código fiscal 
de la federación.
Los recursos que se recauden por 
este concepto deberán destinarse al 
sistema nacional de salud

Se deroga el  transitorio. Por lo tan-
to, ya no habrá incremento gradual

3. Iniciativa del senador Ernesto Saro 
Boardman,2,‡ del PAN (presentada en 
el pleno el 29 de abril de 2010)

a) cigarros: 180%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
180%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 34.2%

40 centavos por cigarro enajenado 
o importado, aplicable a partir de 
2011.
Las cuotas se actualizarán conforme 
a las disposiciones del Código fiscal 
de la federación

Se deroga el  transitorio

4. Iniciativa presentada por el diputa-
do Vidal Llerenas Morales del PRD3,§ 

(presentada el 7 de septiembre de 
2010)

a) cigarros: 180%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
180%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 34.2%

70 centavos por cigarro enajenado 
o importado, aplicable a partir de 
2011.
Las cuotas se actualizarán conforme 
a las disposiciones del Código fiscal 
de la federación.
Se crea el Fondo de Aportaciones 
para la Atención Preventiva y Correc-
tiva de Problemas de Salud Pública y 
Adicciones, por un monto equivalen-
te al 10% de la recaudación derivada 
del IEPS, entre otros, del tabaco.

Se deroga el transitorio

5. Iniciativa presentada por el 
senador Arturo Escobar y Vega, del 
Partido Verde Ecologista de México 
(presentada en el Senado de la 
República, el 12 de octubre de 2010 
y en la Cámara de Diputados el 14 
del mismo mes)4,#

a) cigarros: 180%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
180%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 35%

50 centavos por cigarro enajenado o 
importado, aplicable a partir de 2011

No se deroga artículo transitorio

6. Iniciativa presentada por el 
diputado Fernando Espino Arévalo, 
del PRI (presentada en la Cámara de 
Diputados el 19 de octubre de 2010)

a) cigarros: 200%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
200%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 30.4%

25 centavos por cigarro enajenado o 
importado, aplicable a partir de 2011

Se modifica transitorio, para que 
el impuesto ad valorem se ajuste 
hasta 2014 como sigue:
2012: 240%
2013: 280%
2014: 320%

7. Iniciativa presentada por el dipu-
tado Héctor Franco López del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional (presentada el 19 
de octubre de 2010)

a) cigarros: 180%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
180%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 34.2%

30 centavos por cigarro enajenado o 
importado, aplicable a partir de 2011

Se deroga el  transitorio

8. Ley del impuesto especial sobre 
producción y servicios (aprobada en 
2010 y vigente en 2011. Publicada en 
el DOF el 19 de noviembre de 2010)

a) cigarros: 160%;
b) puros y otros tabacos labrados: 
160%;
c) puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano: 30.4%

35 centavos por cigarro enajenado o 
importado, aplicable a partir de 2011

Se deroga el transitorio

* El componente ad valorem del IEPS está expresado como porcentaje del precio de venta al detallista o minorista, el cual se compone por el precio de fábrica, la ganancia y 
costos del mayorista
‡ La iniciativa se presentó con el apoyo de 60 legisladores de todos los grupos parlamentarios
§ La iniciativa fue respaldada por los diputados Vidal Llerenas Morales, Víctor Manuel Báez Ceja, Armando Ríos Píter, José Narro Céspedes, Leticia Quezada Contreras y Samuel 
Herrera Chávez, todos del Grupo Parlamentario del PRD
# La iniciativa fue rubricada por todos los senadores (seis representantes en dicho órgano legislativo) y todos los diputados (21 en total) del Grupo Parlamentario del PVEM
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el 12 de octubre el senador Arturo Escobar y Vega, 
misma que implica un impuesto fijo de 60 centavos 
por cigarro, además de un ajuste al impuesto ad 
valorem para que quede en 180%; y finalmente, 
la iniciativa del diputado Fernando Espino Arévalo 
del Partido Revolucionario Institucional, para que 
los impuestos ad valorem se aumentaran gradual-
mente (200% en 2011, 240% en 2012, 280% en 
2013 y 320% en 2014), además de un impuesto 
fijo de 25 centavos por cigarro. Esta última pro-
puesta, junto a otra presentada por el diputado 
Héctor Franco López (PRI), ingresadas el mismo 
día en que tuvo lugar la discusión del dictamen en 
el pleno de la Cámara de Diputados. Sin embargo, 
hay que destacar por qué su solo anuncio generó 
un intenso debate interno que resultó oportuno.
	 Si bien había iniciado el proceso parlamen-
tario, en septiembre de 2010 las OSC no tenían 
una visión optimista sobre el desenlace de las 
iniciativas. Las respuestas de algunos funcionarios 
del gobierno federal, que reflejaban las tensiones 
entre las secretarías de Salud y Hacienda y Crédito 
Público (una preocupada por la salud y la otra por 
la recaudación), así como los posicionamientos 
públicos de ciertos legisladores importantes, no 
daban buenas señales de que un ajuste fiscal a los 
productos de tabaco podía ser aprobado.

La contribución de las OSC
en el proceso de la política fiscal

En este apartado no voy a referirme exhaustiva-
mente a la contribución de todas las organizaciones 
de la sociedad civil, nacionales e internacionales, 
en la construcción de argumentos y la suma de 
voluntades. Tampoco nos referimos a las contri-
buciones importantes de funcionarios de gobierno, 
incluyendo funcionarios dentro de la Secretaría de 
Salud. Hacerlo de esa forma podría ser correcto 
pero excedería los objetivos de este ensayo. Por si 
fuera poco debo pedir una concesión, porque en 
este apartado también se encontrarán institutos 
académicos y de investigación que en sí mismos no 
constituyen una OSC. Sin embargo, su contribución 
ha sido relevante para el proceso de la política 
fiscal, por lo que creo deben ir aquí.
	 En principio quiero señalar que una vez presen-
tadas las propuestas, para la evidencia y argumen-
tación que sirviera de apoyo, el Instituto Nacional 
de Salud Pública, INSP, específicamente su direc-

tora del Departamento de Prevención y Control de 
Tabaquismo, la doctora Luz Myriam Reynales, así 
como la maestra Belén Sáenz de Miera, aportaron 
su capacidad técnica y profesional en el diseño y 
divulgación de investigaciones, algunas realizadas 
por otros docentes del INSP que reforzaron ante 
los tomadores de decisión la necesidad de refor-
mar la política fiscal. Esta contribución generó 
información estadística sobre la producción, el 
consumo, la recaudación fiscal, las proyecciones 
económicas si se aprobaban modificaciones a los 
impuestos, etcétera.
	 Una selección de informes, datos y argumen-
tos, compilados por la Fundación InterAmericana 
del Corazón, fueron entregados a legisladores, 
funcionarios y líderes de opinión para que se su-
maran a favor de las iniciativas. Algunos de estos 
documentos incluso sirvieron como materiales de 
apoyo para la elaboración de otras iniciativas.
	 Como líderes de las OSC, manteniendo una 
congruencia con los mensajes clave acordados con 
otros actores, los doctores Jesús Felipe González 
Roldán, Sonia Meza Vargas, Rafael Camacho Solís 
y Francisco Javier López-Antuñano, actuaron con 
determinación para expresar públicamente su 
postura sobre las iniciativas, así como para argu-
mentar y persuadir a tomadores de decisión clave. 
Fue determinante que, como en otros años, estos 
líderes presentaran el 5º Reporte de la sociedad civil, 
sobre el cumplimiento del Convenio Marco de la 
OMS para el Control del Tabaco, un planteamien-
to crítico y propositivo que en el Día Mundial sin 
Tabaco sirve para evaluar anualmente los avances, 
pendientes y fracasos de las políticas de control 
de tabaco en el país. En representación de estos 
líderes, la Alianza contra el Tabaco y la Red México 
sin Tabaco, como veremos en el siguiente apartado, 
tuvo una intervención destacada para la campaña 
voto por la salud.
	 En otro ámbito de incidencia, la Alianza Nacio-
nal para el Control del Tabaco, Aliento, coordinada 
por Juan Núñez Guadarrama, una red que agrupa 
a más de 50 organizaciones, sindicatos, universida-
des, asociaciones médicas, centros de rehabilitación 
de adicciones y organizaciones civiles: centradas 
en el control de tabaco, la obesidad, la actividad 
física y la prevención y tratamiento del cáncer; 
unió esfuerzos para que las cartas presentadas ante 
la opinión pública o para incidir sobre tomadores 
de decisión fueran respaldadas por decenas de 
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firmantes. En algún momento, Aliento fue capaz 
de movilizar a enfermos de cáncer ante la sede de 
debates de la Cámara de Diputados, para mostrar 
que si los legisladores no asumían una posición a 
favor de los impuestos eran responsables del daño 
en la vida y salud de las personas.
	 Por otra parte la organización civil Códice, enca-
bezada por Eduardo del Castillo, ayudó a reforzar el 
apoyo en los estados, donde trabaja para construir 
legislaciones libres de humo de tabaco. En algunas 
coyunturas también formó parte del proceso de las 
políticas como vocero de las OSC y como activista 
en el Congreso de la Unión.
	 Para persuadir a legisladores y funcionarios, 
el Consejo Mexicano contra el Tabaquismo y la 
encuestadora Parametría realizaron entre julio y 
agosto de 2010 la “Encuesta nacional de opinión 
pública sobre impuestos en México’’. Este estudio, 
patrocinado por Campaign for Tobacco Free Kids, 
mostró con claridad el apoyo social a las inicia-
tivas para incrementar los impuestos al tabaco: 
siete de cada diez mujeres y varones apoyaron el 
incremento de 10 pesos al precio de los cigarros, 
identificándola como una medida importante para 
reducir el consumo de tabaco en jóvenes.*,12

	 Otra pregunta importante fue cuál era la opción 
impositiva más preferida por los ciudadanos: au-
mentar los impuestos al tabaco resultó ser la medida 
con mayor respaldo social (69%), seguida de los 
impuestos de las bebidas alcohólicas (66%), de las 
bebidas refrescantes (24%), de la televisión de paga 
(20%), y otras propuestas que ese mismo año el 
Congreso de la Unión consideró como alternativas 
para incrementar la recaudación fiscal.12

	 En cauces independientes, mientras la Secretaría 
de Salud y la Oficina Nacional para el Control del 
Tabaco hacían sus propios movimientos, FIC México 
evaluaba y presentaba argumentos, ajustaba estra-
tegias política y mediática, a su vez que escuchaba 

sugerencias de expertos como la doctora Beatriz 
Marcet Champagne (directora ejecutiva de FIC), el 
doctor Jesús Felipe González, el doctor Alejandro 
Madrazo Lajous, el licenciado Xiuh Tenorio, el doctor 
Rafael Camacho Solís, el maestro Juvenal Lobato, y 
la maestra Belén Sáenz de Miera. 
	 La coordinación entre instancias académicas, 
parlamentarias, gubernamentales, internacionales 
y de la sociedad civil, alentada por la Organización 
Panamericana de la Salud, coadyuvó en el debate 
público a través de dos foros:

1) El foro “Impuestos al tabaco en México: mitos 
y realidades”, realizado el 21 de julio de 2010 
por convocatoria de las comisiones de Salud 
del Congreso de la Unión, además que agrupó 
a legisladores aliados proporcionó el escenario 
para que el secretario de Salud federal, el doctor 
José Ángel Córdova Villalobos, se pronunciara 
a favor de incrementar los impuestos al tabaco 
como una medida fiscal saludable para dismi-
nuir el consumo y reducir el déficit público deri-
vado del costo por la atención de enfermedades 
atribuibles al tabaquismo.

2) El foro “Diez pesos para salvar un millón de 
vidas. Impuestos al tabaco: una política fiscal 
saludable”, convocado por el Instituto Autóno-
mo de México, la OPS y la Secretaría de Salud 
federal. 

	 Los foros posibilitaron la discusión, la entrega 
de evidencia científica y argumentos para los 
tomadores de decisión, y contribuyeron para la 
identificación de aliados, opositores y actores 
que no consideraban las iniciativas dentro de sus 
agendas. 
	 En el ámbito de las OSC de abril a septiembre de 
2010 se siguió una estrategia política y mediática 
convencional: buscar y conseguir reuniones con 
políticos y funcionarios clave, entregar informa-
ción, argumentar con ellos, evaluar internamente 
posturas sobre un mapa de actores, reforzar el 
diálogo con los aliados, identificar adversarios, dar 
conferencias de prensa, emitir boletines y acercarse 
a periodistas, editores y editorialistas. En las fun-
ciones de abogacía y estrategia política el equipo 
de Human Quality Development, HQD, fue un 
soporte importante, tanto como Fleishman-Hillard 
que contribuyó en acciones de relaciones públicas 
y estrategia mediática.

* La encuesta, aplicada entre el 29 de julio y el 3 de agosto 
en 1500 viviendas, aportó otros datos interesantes, mismos 
que fueron seleccionados para las actividades de abogacía: 
98% de los encuestados estaban conscientes que fumar es 
dañino para la salud; 96% opinaron que el humo de cigarros 
de otras personas es dañino; 95% de los mexicanos apoya 
que en México se adopten medidas para prevenir y tratar las 
enfermedades causadas por el tabaquismo; 73% aprueban 
aumentar el precio de los cigarros en 10 pesos; 65% de los 
encuestados cree que al aumentar los precios desalienta a una 
persona a empezar a fumar, entre otros resultados.
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	 Ninguna de estas medidas, incluso todas juntas, 
parecía ser suficiente para proveer un contexto en 
favor de las iniciativas. Esto parecía confirmarse 
con el hecho que en la iniciativa de Ley de Ingresos 
2011 presentada el 8 de septiembre de 2010 por el 
Ejecutivo federal, donde suelen definirse reformas a 
los regímenes fiscales especiales, no incluía ninguna 
consideración sobre el impuesto al tabaco. Formal-
mente el proceso parlamentario podía seguir, pero 
el mensaje político de que la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público no hubiera incluido los impuestos 
al tabaco para que el Ejecutivo la hiciera propia no 
era un asunto menor.
	 ¿Qué tuvieron que hacer las OSC, específica-
mente FIC México, para coadyuvar en que cam-
biara radicalmente el escenario? La campaña Voto 
por la salud, fue la respuesta (figura 1).

La campaña Voto por la salud

Campaign for Tobacco Free Kids, TFK, una organi-
zación civil internacional que apoya la promoción 
de políticas para el control de tabaco en México, 
tenía sus propias consideraciones sobre la viabilidad 
política de incrementar los impuestos al tabaco. TFK 
como FIC México, advertían que con las estrategias 
seguidas hasta entonces era poco probable que se 
aprobara una nueva política fiscal hacia el tabaco. 
En donde veían mayores obstáculos era en la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público y el Congreso de 
la Unión (según nuestros cálculos, nuestros aliados 
no conformaban mayoría).
	 Se diseñó e instrumentó una campaña breve 
pero intensa centrada en un objetivo claro: que 

los legisladores rindan cuentas de sus decisiones 
públicas, en este caso sobre los impuestos al tabaco. 
De esta forma nace la campaña Voto por la salud, 
una estrategia mediática con alcances políticos so-
portada por FIC México, la Red México sin Tabaco, 
la Alianza Nacional para el Control del Tabaco y 
la Alianza contra el Tabaco, con fondos y asesoría 
estratégica internacional de TFK. 
	 Con la precisión del objetivo se desarrolló un 
concepto de campaña con predominio de los colo-
res rojo y negro. Luego se generaron tres imágenes 
que llamaban a la reflexión, ligadas a dos mensajes 
principales:

1.	 Un mensaje de denuncia: en una de las imáge-
nes se decía “Conoce a tus diputados. A algunos 
de ellos no les interesa tu salud”.

2.	 Un mensaje de apoyo: “Sí al impuesto al tabaco. 
Por la salud de quienes más queremos”.

	 Las imágenes fueron utilizadas en espectacu-
lares y muros que se colocaron en puntos estraté-
gicos de la Ciudad de México, principalmente en 
vialidades importantes cercanas a la Cámara de 
Diputados, la Cámara de Senadores, el Aeropuerto 
Internacional, la Universidad Nacional Autónoma 
de México, entre otras.
	 Desde el mismo concepto de las imágenes se 
diseñó un folleto con argumentos en favor de incre-
mentar los impuestos al tabaco como una medida 
de salud pública. En la información, no sólo se 
destacó la prevalencia de consumo, el número de 
muertes causadas por el tabaquismo o los costos de 
atención médica por enfermedades atribuibles a la 

Figura 1. La campaña voto por la salud. Que los legisladores rindan cuentas sobre sus decisiones sobre impuestos
al tabaco
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adicción, sino el apoyo social que reflejó la encuesta 
del Consejo Mexicano contra el Tabaquismo. Si los 
legisladores resolvían en contra del impuesto al 
tabaco, la población conocería el rostro de quienes 
votaron a favor de sus propios intereses y en contra 
de la sociedad en su conjunto. 
	 La campaña se presentó ante medios el 7 de 
octubre de 2010, faltando 13 días para cumplir el 
plazo máximo para su aprobación en la Cámara de 
Diputados y 24 días para la fecha límite en la Cáma-
ra de Senadores.* La conferencia de prensa estuvo 
a cargo de los representantes de las organizaciones 
promotoras, mientras activistas que traían másca-
ras antigás repartían flores de cempasúchil (que 
en México se asocia con el culto a los muertos), 
folletos con mensajes clave y stickers. Con un inten-
so trabajo de relaciones públicas, a la conferencia 
asistieron más de 30 medios de comunicación, a 
quienes se les detalló el concepto y alcance de la 
campaña, que además de los elementos enunciados 
incluía una página en Internet y cuentas de Twitter 
y Facebook, para denunciar, incluso con fotografías, 
a los opositores al impuesto.
	 El tono de denuncia de la campaña no fue bien 
recibido por algunos legisladores. Éstos se quejaron 
con funcionarios del gobierno, quienes solicitaron 
que se bajara la campaña. 
	 La campaña no se suspendió. Se ajustaron cier-
tos contenidos de la página de Internet durante 
algunos días, como una forma de mostrar que las 
OSC pueden escuchar, pero no para comprometer 
los objetivos estratégicos o sus valores. Es justo en 
esos momentos cuando se debe recordar que las 
OSC son independientes con el gobierno, si bien 
pueden colaborar entre sí.
	 En vez de ello se continuó con la presencia de 
activistas en las sedes del Congreso de la Unión, el 

zócalo capitalino, el Palacio de Bellas Artes y las 
instalaciones de diarios y televisión. En total se des-
tinaron más de 110 horas para entregar material. 
	 El 14 de octubre de 2010 fue una fecha clave 
para aislar políticamente a los opositores al im-
puesto al tabaco. Ese día, representantes de las 
bancadas del PAN, PRD y Convergencia hicieron un 
posicionamiento conjunto a favor de incrementar 
10 pesos al menos los impuestos a las cajetillas. A 
esta conferencia, convocada por las OSC, asistieron 
legisladores como el senador Ernesto Saro (PAN) y 
los diputados Miguel Antonio Osuna Millán (PAN), 
Vidal Llerenas (PRD), Armando Ríos Píter (PRD), 
Víctor Hugo Círigo Vásquez (Convergencia), entre 
otros. Una vez que concluyó esa conferencia, en la 
misma sala de prensa de la Cámara de Diputados, 
el PVEM hizo pública su iniciativa para incrementar 
los impuestos al tabaco. 
	 La estrategia mediática, combinada con una 
estrategia política fincada en buscar aliados y 
denunciar adversarios dio resultado. La votación a 
favor de los impuestos al tabaco en el Congreso de 
la Unión fue histórica. Mientras en la Cámara de 
Diputados 430 legisladores dieron su apoyo, nueve 
votaron en contra y 11 se abstuvieron, en el Senado 
71 votos fueron a favor del impuesto, con sólo 10 
votos en contra y tres abstenciones. Salvo el Partido 
del Trabajo –que algún legislador llamó partido del 
tabaco– todos los grupos parlamentarios votaron en 
favor de los impuestos al tabaco. Con esta decisión 
mayoritaria las amenazas de la industria tabacalera 
hacia los legisladores fueron conjuradas.*,13

	 Un punto relevante en el proceso parlamentario 
del Senado de la República. El martes 26 de octu-
bre, el mismo día en que se iba a discutir este tema 
en el pleno del Senado, el diario El Universal dedicó 
la primera plana a una investigación del Centro de 
Investigación y Docencia Económicas.14 
	 El documento, elaborado por Ángela Guerrero, 
Alejandro Madrazo Lajous y otros expertos, docu-
menta las estrategias utilizadas por la industria 
tabacalera para interferir en la adopción de polí-
ticas públicas de control de tabaco. Las acciones 
analizadas van desde pagos para campañas elec-
torales, entrega de dinero, viajes al extranjero y 

*	 Después de la aprobación en la Cámara de Diputados y antes 
de la discusión en Senado de la República, las dos principales 
empresas tabacaleras, Phillip Morris y British American Tobac-
co, que controlan 72 y 27%, respectivamente del mercado en 
México, amenazaron con frenar sus inversiones en el país.

* Según el artículo 42 fracción III, de la Ley federal de presu-
puesto y responsabilidad hacendaria, el Ejecutivo federal 
debe presentar, a más tardar el 8 de septiembre de cada año, 
los criterios generales de política económica para el ejercicio 
fiscal que se presupuesta, la iniciativa de Ley de Ingresos 
(con las reformas relativas a las fuentes de ingresos por lo 
que aquí se incluye la Ley del IEPS) y el proyecto de presu-
puesto de egresos ante la Cámara de Diputados. La Ley de 
Ingresos deberá ser aprobada por la Cámara de Diputados a 
más tardar el 20 de octubre y por el Senado de la República a 
más tardar el 31 del mismo mes. Aunque la ley no especifica 
hasta cuándo, si existen observaciones desde el Senado, si 
dice que el presupuesto de egresos deberá ser aprobado a 
más tardar el 15 de noviembre. Previo a la aprobación del 
presupuesto, debe discutirse y aprobarse lo relativo a la Ley 
de Ingresos.
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beneficios económicos para bloquear las iniciativas 
en contra de sus intereses. Por el momento en que 
fue dada a conocer esta investigación, pocos sena-
dores decidieron mantener su postura en contra 
del impuesto.15

Consideraciones finales

Las OSC han sido clave para el proceso de las polí-
ticas públicas en materia de control de tabaco. Es-
pecíficamente en este último avance en materia de 
política fiscal, su rol fue fundamental. Sin embargo, 
es justo reconocer que en este proceso se han 
implicado virtuosamente tomadores de decisión, 
algunos en la vanguardia como el senador Ernesto 
Saro Boardman y el doctor José Ángel Córdova 
Villalobos, secretario de salud del 1 de diciembre 
de 2006 al 9 de septiembre de 2011. 
	 También ha contribuido el apoyo a la investi-
gación, encabezado de manera predominante por 
el Instituto Nacional de Salud Pública, que cuenta 
con un panel de expertos, así como el Centro de In-
vestigación y Docencia Económicas, cuyo Programa 
de Derecho a la Salud ha litigado diversos asuntos 
estratégicos de la agenda de control de tabaco.
	 Al terminar de escribir estas líneas la incidencia 
conjunta del impuesto al tabaco –como porcentaje 
del precio final– mejoró al pasar del 64.3% en 2010 
al 68.8% en 2011. Con respecto a la recaudación 
fiscal, ésta se ha incrementado 9% en términos rea-
les al comparar el tercer trimestre de 2011 respecto 
al mismo periodo del año anterior. En números 
absolutos el IEPS a productos de tabaco aumentó 
de 19,934.5 a 22,463.6 millones de pesos.
	 Con una encuesta nacional de adicciones en 
proceso, cuyos resultados tal vez ya se conozcan 
cuando este artículo sea publicado, será posible 
analizar el impacto en la disminución del consumo 
de todas las políticas para el control del tabaco que 
se implementan hoy. Para conocer el impacto espe-
cífico de los impuestos, además que lleva escasos 
meses de vigencia, deberá hacerse otro estudio 
posterior.
	 Como ha concluido el proceso de discusión y 
aprobación de nuevos impuestos en este 2011, ya 
se sabe que no hubo un nuevo ajuste por parte del 
Congreso de la Unión. Sin embargo, en un futuro 
deberá documentarse con detalle la intensa cam-
paña que desplegó la industria tabacalera con las 

pretensiones de echarlo abajo. No se consiguió otro 
aumento pero tampoco hubo una regresión, como 
lo quería la industria, para lo cual intensificó sus 
acciones de cabildeo.
	 Los pendientes en la agenda de control de ta-
baco continúan. Esto no se acaba hasta disminuir 
considerablemente los efectos de sustancias que 
generan enfermedad y muerte.

Referencias

1.	 Tomassini Luciano (comp). Trasnacionalización y desarrollo nacional 
en América Latina. Buenos Aires: Grupo Editor Latinoamericano, 
1984:19-20.

2.	 La Parte XIII del Tratado de Versalles forma parte del Pacto de la 
Sociedad de Naciones, firmado en Versalles el 28 de junio de 1919. 
Eentró en vigor el 10 de enero de 1920. Disponible en: http://www.
ehu.es/ceinik/tratados/1TRATADOSSOBREORGANIZACIONES
INTERNACIONALES/11SociedaddeNacionesyNacionesUnida
s/OI111.pdf

3.	 ONU. Carta de las Naciones Unidas. En vigor desde el 24 de octubre 
de 1945. Disponible en: http://www.un.org/es/documents/
charter/

4.	 ONU. Working with the ECOSOC (Economic and Social Council). An 
NGOs Guide to Consultative Status, Nueva York: 2011:1. Disponible 
en: http://csonet.org/content/documents/Brochure.pdf

5.	 Lasswell Harold. The Decision Process: Seven Categories of Functional 
Analysi. Maryland: University of Maryland Press, 1956:23pp.

6.	 Civil society voices for Better Aid. OSC de camino a Busán: men-
sajes y propuestas clave. 2011. Disponible en: http://www.cso-
effectiveness.org/IMG/pdf/cso_asks_final_spanish-2.pdf

7.	 OMS. Examen de la interacción entre la OMS y las organizaciones 
de la sociedad civil y no gubernamentales. Ginebra, 2002:7pp. 
Disponible en: http://www.who.int/civilsociety/documents/
RevreportS.pdf

8.	 Majone Giandomenico. Evidencia, argumentación y persuasión en la 
formulación de políticas. México: FCE, Colegio Nacional de Ciencias 
Políticas y Administración Pública, 1997:240pp.

9.	 Habermas Jürgen. Facticidad y validez. 4ª edición, Madrid: Editorial 
Trotta, 2005:440,442.

10.	 OMS. Report on the Global Tobacco Epidemic, 2011: Warning about 
the dangers of tobacco, Italia: 2011:65-68.

11.	 Waters H, Sáenz de Miera B, Ross H. y Reynales Shigematsu LM. La 
economía del tabaco y los impuestos al tabaco en México. París: 
Unión Internacional contra la Tuberculosis y Enfermedades Respi-
ratorias; 2010;36pp.

12.	 Consejo Mexicano contra el Tabaquismo. Resultados de la encuesta 
nacional sobre impuestos al tabaco, México: Parametría, 2010. 
Disponible en: http://cmct.mx/wp-content/uploads/2010/09/
cmct_resultados_encuesta_impuestos_tabaco.pdf

13.	 Maksymiv Nikolas. Tabacaleras amenazan frenar inversiones. CNN 
Expansión. 20 de octubre de 2010. Disponible en: http://www.
cnnexpansion.com/negocios/2010/10/20/tabacaleras-ven-
problemas-por-impuestos

14.	 Revelan tácticas para frenar lucha antitabaco. 26 de octubre 
de 2010. Disponible en http://www.eluniversal.com.mx/
nacion/181455.html

15.	 Guerrero Ángela, Madrazo Alejandro, Cruz José y Ramírez Tania. 
Identificación de las estrategias de la industria tabacalera en Méxi-
co. Serie Documentos de la División de Estudios Jurídicos, México: 
2010;51pp. Disponible en: http://www.cide.edu/publicaciones/
status/dts/DTEJ%2051.pdf. 


